
40 Viernes 8 enero 1988 BOE núm. 7. Suplemento

~cto ~e. ~I!remio-. ,y con independencia de que la causa de
madmlSlbI1tdad apllcada por la Audiencia Territorial tenga su
ongen en las supuestas deficlenC185 de las actuaciones administrati·
vas, es manifiesto QUC ninguna de éstas impidió directamente el
acceso del recurrente a la jurisdicción y que el Tribunal competente
tenía plena facultad para revisar aquellas actuaciones a la luz de las
causas lesales de inadmísión de los recursosjudiciales procedentes,
por lo que sólo a la Sentencia de 4 de sepl1embre de 1985 podrla
imputarse la vulneración del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva en que se funda la demanda de amparo. Por ello
DO son amdisibles las pretensiones del demandante relativas a actos
distintos a esta misma Sentencia y por ello el examen del fondo del
recurso de amparo debe ceñirse a determinar si la SaJa de Palma
de Mallorca infrinsió o no el art. 24.1 de la Constitución al aplicar
una causa de inadmisión del recurso contencioso-administrativo
que el recurrente considera inexistente o, en todo caso, incorrecta­
mente aplicada desde la perspectiva constitucional.
. 4. Dicha causa de inadmi,ión al!licada, por lo que hace a la
lmpusnaC1ón de los actos de liqwdactón de la tasa o arbitrio por
inspección de vehículos de alquiler sin chófer, no es otra que la que
establece el art. 40, aJ, en conexión con el 82, cJ, de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa" consistente en haberse
dirigido el recurso contencioso contra un acto -el acuerdo del
.'''bunal Económico-Administrativo Provincial de Baleares, de 23
de febrero de 1984- que a juicio de la SaJa es meramente
confinnatorio de un acto anterior consentido por no haber sido
recurrido en tiempo y forma. acto éste que no es otro que la
~stimación por silencio del recurso de reposición que el actor
IOterpUSO el 19 de diciembre de 1978 contra la mencionada
exacción, desestimación que debió entenderse producida al no serle
notificada resolución alguna en el plazo legaJmente establecido, Por
eso, la cuestión que se plantea y en torno a la que las partes
exponen sus alegaciones de fondo, es la de saber si la desestimación
presunta de un recurso por silencio administrativo negativo puede
producir el efectn determinante de la aplicación del arL 40,1 de la
Ley de la 1urisdicción Contencioso-Administrativa, interpretado
este párrafo conforme al art. 24.1 de la Constitución y en el sentido
más favorable a la efectividad del derecho a la tutela judicial
efectiva, cuyo contenido normal es el de obtener una resolución de
fondo. Si así no fuera, habría de considerarse que la declaración de
inadmisibilidad del recurso contencioso que llevó a cabo la
Sentencia ahora impusnada puede calificarse de irrazonable y, por
lo tanto, vulneradnra del derecho fundamental que aquel precepto
conStltuClonal proclama.

A este respecto, como señaló este Tribunal en la Sentencia
6/1986, de 21 de enero, el silencio administrativo de carácter
nesativo es una ficción lepl que responde a la finalidad de que el
adrni~strado pueda, preVIos los ~sl"'flÍnentes, llegar a la vla
Judicial superando los efectos de la lnacl1vidad de la Administra­
ción y que, si bien en estos casos puede entenderse que el particular
ha de coo:ocer ,el valor del silencio y el momento en que se produce
la d....l1mactón presunta, no puede en cambio calificarse de
razonable una interpretación que prima la inactividad de la
AdDUmslraClón, colocAndola en mejor situación que si hubiera
cumplido su deber de resolver y hubiera efectuado una notificación
con todos los requisitos leples. Por el contrari'lt según lo expuesto
en n'!estra citada Senteneta 6{1986, puede calincarse de razonable
una ~terpretaCIón que computa el plazo para recurrir contra la
d~t1maCIón presunta del recurso de reposición como si se
hubtere producido una notificación defectuosa -incluso si se quiere
una. notificación defectuosa que contenga el texto integro del acto­
eqwparando este supuesto al contemplado en el art. 19.3 y 4 de la
Ley de Procedimiento Administrativo, que preceptúan que las
notificaciones defectuosas surtirán efecto a parl1r de la fecha en que
~ haga manifestación expresa en tal sentido por el interesado o se
IOterponga el ~rso pertinente (ap. 3J y, asimismo, por el
transcurso, de selS meses las no~ficaciones practicadas personal·
me~te al mt~~sado que, co~~mendo el texto íntegrQ del acto,
hubteren omtl1do otros reqUtSltoS, salvo que se hubiere hecho
protesta formal, dentro de este plazo, en solicitud de que la
Administración rectifique la deficiencia.

5. Sostiene el Letrado del Estado que, aunQ,ue hubiera de
admitirse la aplicación al presente caso del razonam.ento expuesto
tampoco se habrla producido la inftacción constitucional que sé
denuncia, ya que, puesto que puede suponerse que el recurrente
conocía el texto Integro del acto d....timatorio debla haberlo
~urrido en un plazo 'máximo de seis meses, en aplicación de lo
dispuesto en el art. 79.4 de la Ley de Procedimiento Administra·
llvo, por lo que hay que entender que, transcurrido dicho plazo, el
acto presunto fue consentido. Sin embal'lO, la aplicación analógica
de esta l'Oll1a. que es especial respecto de la norma 8eneral contenida
en el art. 79:3, nn puede ser razonablemente aceptada en un sentido
extellSlVO, pues eno siJD:ificarla equiparar, cuando no primar la
inactividad de la Administración frente a los supuestos en qué el
texto Integro del aelo se notifica y se notifica personalmente al

interesado, supuesto en que cabe a éste la absoluta certe2ll de que
no puede esperar ya una resolución de contenido distintn.

En todo caso, este ntismo efecto se produce desde el momento
en que, como OCUl1'e en el presente supuesto, existe una notifica·
ción de un acto de ejecución contra el que el interesado ha
interpuesto los recursos pertinentes en el plazo establecido por la
Ley. Este acto expreso de ejecución implica al ntismo tiempo una
reiteración del acto reso1utorio del que trae causa, que no puede
entenderse consentido y, en consecuencia, reabre los plazos lepl..
de impu¡nación también de dicho acto resolutorio SIO que pueda
aplicarse la excepción de acto confirmatorio de otro anterior
consentido y firme a que se refiere el art. 40 de la Ley de la
1urisdicción Contencioso-AdministrativL

6. Lo anteriormente expuesto lleva a la conclusión de que la
Sentencia impusnada, al declarar inadmisible el recurso conten·
cioso-administrativo, en la parte corresp~lDdientea la imp'!fllación
del acuerdo de liquidación de tasa refonda, en virtud de aplicación,
irraznnable y no favorahle al ejercicio del derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva, de una causa lepI de inadmisión, ha
vulnerado lo dispuesto en el art. 24.1 de la Constitución. Procede
por ello estimar parcialmente el presente recurso de amparo, bien
entendido que en lo que afecta única y exclusivamente a la
aplicación por dicha Sentencia de la causa de inadmisión a que se
refiere el art. 40, aJ, en conexión con el 82, c), de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-AdministrativL

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucinnal,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

1.0 Estimar parciaJmente el recurso de amparo, y a tal efecto:

aJ Declarar la nulidad parcial de la Sentencia de la SaJa de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Palma
de Mallorca de 4 de septiembre de 1985, recaída en el recurso
125{84, en lo que se refiere a la aplicación de la causa de
inadmisibilidad del ntismo establecida en el art. 40, aJ, en conexión
con el arL 82, eJ, de la Ley de la. 1urisdicción Contencioso­
AdministrativL

hJ Reconocer el derecho del actor a que el recurso conten­
cioso-administrativo mencionado no sea declarado inadmisible por
la citada causa.

cJ Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente
anterior a la Sentencia parcialmente anulada, para que se dicte
nueva Sentencia respetando el derecho de la parte actora.

2.0 Desestimar al recurso en todo lo demás.
Publiquese esta Sentencia en el «Boletín 0ficia1 del Estad....

Dada en Madrid a veintiuno de diciembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Ansel Latorre
Segura.-Qlrlos de la Vesa Venayas.-1esús Leguina VilIL-Luis
López Guerra.-Firmados y rubricados.

439 Sala Primera. Recurso de amparo número
1.ló8/1986. S.nteru:ia número 205/J987, d. 21 d.
dici.mbr.. la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

La SaJa Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don FranCISCO Tomás y Valiente, Presidente, don FranClsco Rubio
Uorente, don Luis Díez-Picazo y Ponee de León, don Antonio
T~yol Sorra, don EU8enio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.168/86. promovido por doña
Concepción Miguélez Morán y doña Dolores Zubia Zubia, repre­
sentadas por la Procuradorá doña Rosina Montea AausU. y
astSl1das de Letrado. contra Auto de la Magistratura de Trablúo
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núm. 3 de Vizcaya, d. 6 d. novi.mbre d. 1985, confirmado .n
suplicación dictado en ejecución de Sentencia dictada sobre des­
pido.

Ha sido parte como codemandado el Gobierno Vasco asistido
d.1 Letrado don José Antonio A1berdi Larizgoitia y .1 Ministerio
Fiscal. Ha sido Pon.nt. .1 Magistrado don Miguel Rodrigu.z.
Piñ.ro y Bravo-F.rrer, qui.n .xpresa .1 parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

1. La Procuradora d. los Tribunales doña Rosina Montes
Agust!, .n representación d. doña Concepción Mi$uél.z Morán y
doña Dolores Zubía Zubía, interpuso .1 6 de nOVl.mbre d. 1986
recurso d. amparo contra .1 Auto d. 6 d. novi.mbre d. 1985 d.
la Mllglstratura d. Trabajo núm. 3 de Vizcaya y la Sentencia d. 16
de septi.mbre d. 1986 d. la Sala Segunda d.1 Tribunal Central d.
Trabajo, confirmatoria del anterior, recaídas ambas resoluciones en
fase de ejecución de Sentencia por despido.

2. La d.manda se funda .n los sigui.ntes hechos:
a) .Las aetoras com.nzaron a P""tar servicios.n 1974 y 1973,

res~vamente, en el Colt;81o NaCIonal «Man.ínez Rivas», que
suceSivamente estuvo adscnto a la Secretaria General del Movi­
miento, al Mi~is~erio de C~tura y de Educación y Ciencia (hasta
J980) y, .n. ú1Umo térmmo, con .1 nombre Colegio Público
«LarraiIazubi», al Gobl.rno Vasco (Departam.nto d. Educación) a
partir de 1980, .n que fu.ron transf.ridas al País Vasco las
funciones "t servicios en materia de educación. En 1979, al dejar el
Centro de Impartir clases d. BUP, se acordó qu.las aetoras cesaran
en la prestación de sus servicios, dándose por extinguida su
relación con .1 Colegio.. Presentada la oportuna d.manda ante la
Mllglstratura de Trabaj.o de VIZcaya, la núm. 3 d. las de la
prOV1DC1a dIetó Sent.nC18 .1 día 15 de dici.mbre d. 1980 decla­
rando nulos los despidos y condenando a la Empresa a readmitir
a las u:abajadoras y a. abonarles .los .salarios d.jados d. percibir.
Recumda la Sentencia .n suplicacIón, .1 Tribunal Central de
Trabajo la confirmó por su resolución de 19 de julio de 1982.

b) Paralelamente a estos hechos. y antes de recaer la Sentencia
de instancia, las aetoras habían sido nombradas el 8 de enero de
1980" con .fectos de 1 d. octubre anterior, para .1 curso 1979-80 y,
suceSIvamente para el cuno 19SQ..Sl funcionarias interinas del
Cuerpo Especial d. Profesorado de Educación Gen.raI Básica
-nombramientos que se han ido sucediendo en los siguientes
cursos-, firmándose con posterioridad sendos documentos -el 24
de septi.mbre d. 1981- por las actoras y .1 Departam.nto d.
Educación del Gobierno Vasco, en los que expresaban las aetoras:
4C~Oy por cumplida la Sentencia en cuanto se refiere a su readmi­
s~6n en el p'uesto de .trabajo, quedando extinguidas cuantas obliga­
C1on~s pudieran denvarse por el Departamento de Educación del
Gobierno Vasco, d. la Sent.ncia .mitida.... con f.cha 15 d.
diciembre de 198D>., añadiendo que «ello no conlleva mi renuncia
a c~ql:rier derecho económico. derivado de los salarios de
tramltaClón, que fu.se responsabilidad del Ministerio d. Eduación
órgano competente en el momento del despido». En la demanda de
amparo alegan los recurrentes que con la firma de dicho docu~

mento entendieron que el Gobierno Vasco admitía que la relación
Que lt;s u~ía .era de carácter ~boral y les mantendría en el citado
Col'lIlo publico «1.amtñazubl», pero .1 Gobi.rno Vasco las siguió
coDSlderando como funcionarias de empleo interinas.

c) Por .scrito presentado .1 19 de octubre de 1982 una v.z
!,otificada la Sent.ncia del Tribunal Central d. Trab'lio, ~s actoras
lD~~n .de la M8gls1.!'Rtura de Trabajo que resolVIera si era el
MlI1~steno de EducaCIón o el Depanamento de Educación del
GobIerno ':'asco el obligado al cumplimiento de la Sentencia tanto
en lo relatIvo al abono de salarios de tramitación como a la
readmisión en el puesto de trabajo manteniendo ei carácter de
relación juridico-laboral .ntre las partes. Con la misma fecha la
Magtstratura acordó, respecto a tal solicitud, remitir a la Abogacia
d~l E~tado copia de la Sentencia y del escrito solicitando la
eJeCUCIón «a fin de que la Sentencia sea cumplida en sus estrictos
términos».

d) Ninguna otra actuación consta en el proceso por despido
hasta que .1 26 d. septi.mbre de 1983 presentaron las actoras otro
escrito, en el que instaban que se ordenara al Departamento de
Educación del Gobierno Vasco readmitirlas en sus anteriores

Cuestas con el mantenimiento del carácter de relación jurídico
abara! en sus contratos y abonar los salarios de tramitación. En tal

escrito, para justificar su petición, indicaban las hoy recurrentes en
amparo que el órgano citado de la Comunidad Autónoma había
dictado sendas resoluciones de 14 de junio de 1983, en relación con
un ~lado d~ centro q~e se les ordenó, en las que se desestimaba
sus lm.pugnacJ.ones de dichos traslados en atenCIón a que se había
cumplido la Sentencia d. 15 de dici.mbre de 1980 con la
conformidad d. la int.resada, en su docum.nto firmado el 24 de
septiembre de 1981, en todos sus extremos, ,admitiéndola en los
Cuerpos docentes pertinentes, de la única forma lega1 vig.nte que

existe. A tal respecto entendían las actoras que la Administración
autonómica incurría en confusión, pues si antes de que se dictase
la Sentencia por despido ellas prestaban servicios para la misma, lo
era por una relación juridico-administrativa y no laboral, de ahí
que, a su juicio, el Gobierno Vasco no había cumplido el fallo al
no haberlas readmitido con el mantenimiento de las condiciones
anteriores a la fecha del despido y, entre ellas, el carácter de
relación laboral. y no haberles abonado los salarios de tramitación.

La Magistratura d. Trabajo, por Auto d. 9 d. noviembre de
1983, acordó no haber lugar a proseguir ejecución contra el
Departamento de Educación del Gobierno Vasco, por no haber
sido parte ni condenada en el proceso. Dicho Auto fue revocado
por Sent.ncia d. 19 de octubre d. 1984 d.l Tribunal Central d.
Trabajo, notificada en noviembre del mismo ano a las actoras, que
acordó que «1a ejecución se siga contra el Organismo de quien
dependan los pu.stos d. trabajo d. las d.spedidas».

e) Nuevamente no cosnta actuación al¡una tras dicha Senten­
cia de 19 de octubre de 1984, hasta que .1 4 d. octubre d. 1985 las
actoras presentaron ante la Magistratura nuevo escrito, en el que
decían solicitar la .jecución d. tal Sentencia d. 19 de octubre de
1984 e instaban que la Magistratura ordene al Departamento de
Educación del Gobierno Vasco que cumpla en sus propios términos
la Sentencia, lo que supone «reCOnocer el carácter laboral de las
relaciones que le unen con las actoJl1S)t, y, «dado el carácter
indefinido y fijo d. su relación laboral, asegurar .1 no desplaza­
miento de las aclaras de sus Centros de trabajo» manteniendo a las
hoy solicitantes de amparo en el mismo Colegio en que se
encuentran y, respecto a otras dos allí demandantes, resolviendo de
mutuo acuerdo el centro más apto.

La. Magistratura, tras celebrar la comparecencia a la que el anículo
210 de la Ley de Procedimi.nto Laboral se refiere y en la cual las hoy
recurrentes en amparo ratificaron su escrito anterior. desistién­
dose las otras dos actoras -por haber accedido por oposición a
plazas d. funcionario- dietó Auto .1 ó d. novi.mbre d. 1985 .n
que. entendiendo cumplida la Sentencia dictada en autos, acordaba
no haber lugar a seguir adelante la ejecución, para nuevos pronun~

ciamientos. Fundaba dicha resolución, en un único considerando,
que expresaba «que el Departamento de Educación del País Vasco
acordó que las hoy ejecutantes siguieran en calidad de interinas
prestando sus servicios en el Colegio en que· venían haciéndolo
anterionnente, cobrando las mismas, a satisfaccción, las retribucio­
nes propias de dichos funcionarios interinos, sin Que hayan acudido
u obtenido plazas en las diversas oposiciones convocadas desde
entonces, ni en el turno libre ni en el restringido, por lo Que hay que
entender cumplido el fallo, en la forma en que es posible y permite
el Derecho Administrativo, por lo que debe acordarse Que no ha
lupr a seguir la ejecución más adelante, con nuevos pronuncia~
m1entos que parecen peneguir, de forma encubierta, a ocupar
plazas en propiedad, sin someterse a las pruebas de acceso Que, en
plano de igualdad para todos los ciudadanos, han de superarse para
ello.

f) R.currido.n suplicación dicho Auto, fu. confirmado por
Sent.ncia d. 16 de septi.mbr. d. 1986 de la Sala Segunda d.l
Tribunal Central d. Trabajo; .n sus fundam.ntos d. Derecho el
Tribunal Central d. Trabajo aludía, 'n prim.r lugar, a la Sent.~cia
d. 15 d. diciembre.de 1980 y su fallo y a que .1 Departamento d.
EducacIón del GobIerno Vasco, al que habia quedado afectado el
ColegiO en que las actoras prestaban servicios de carácter laboral
como Profesoras, las readmitió en el mes de septiembre de 1981
pero como funcionarios de empleo interino del Cuerpo Especial del
Profesores de EGB y, como tales, sometidas a las normas de
carácter administratiyo que le son propias, decisión a la que
prestaron su confo~dad las ahora recurrentes, rigiéndose por las
normas de tal condiCIón desde entonces. Se referia a continuación
a la solicitud d••jecución de 4 d. octubre d. 1985 Yal Auto de (,
de nOVIembre de 1985, así como a lo aducido en el recursos de
suplicación por las aetoras, concretado en que la readmisión
acordada en su día por el Depanamento-de Educación citado no se
acomodaba a lo resuelto ~r la Sentencia ejecutada, ya que en ella
~ les reconocía su condición de personal fijo y la readmisión se
hizo c0!'O? ,penonal interino sometido al régimen administrativo
con ~I)UICI0 de sus derechos de fijeza en el empleo y en puesto de
trabajo.

Tras expon.r .110, razonaba .1 Tribunal Central de Trabajo lo
siguiente: 4<Sin entrar a discutir la cuestión de fondo que plantea el
recurso, procede considerar ahora que el trámite procesal en que se
producen la~ actuaciones objeto de la suplicación es el de ejecución
de SentenCIa y, en concreto, el denominado incidente de no
readmisión de los arts. 210 Y 211 de la Ley de Procedimiento
Laboral, por cuanto lo que en definitiva denuncian las recurrentes
es q':Ie la readmisión de que fueron objeto no se ajustaba a los
~rmIDos del fallo de la Sentencia, es decir, que tal readmisión es
lI'regular. Y en este específico incidente el Magistrado carece de
competencia para discutir sobre otra posible y distinta de la
efectuada y paI1l declarar en qué ténninos debía realizarse. Los
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preceptos legales citados constriñen su actución a decidir si la
readmisión -caso de haberse producido, como es aquí el supuesto­
que enjuicia y que por tanto se refie~ a una situación de hecho ya
congelada e inamovible ha sido o no regular. Para si concluye q.ue
ha sido irregular dictar Auto declarando extinguida la relaCIón
laboral condenando al emr.resario al abono de la indemnización y
salarios en la cuantía lega. pero nunca, como se dijo, declarando
como correcta una precisa forma de readmisión e imponerla como
nueva alternativa. Por ello, en el presente caso el Magistrado a quo
ha decidido acenadamente al no acceder a la pretensión de las
actoras que, pese al procedimento esco~do, limitan su pedimento
a la imposible corrección de la readmiSIón producida pero. obvia­
mente, no pretenden la resolución de la reladón mantenida».

No obstante tal razonamiento, añadía en su último fundamento
de Derecho que «en cualquier caso, producida la readmisión
denunciada como irregular cuatro años antes al pedimento ahora
resuelto, durante cuyo prolongado período las actoras han venido
rigiéndose por la normativa propia de aquella decisión voluntaria·
mente aceptada, es claro que carecen actualmente de acción para
impugnarla por el trámite de ejecución de Sentencia el aqweta·
miento por tan largo período de tiem~ hay que valorarlo como de
completa aquiescencia a aquella deciSión y a su sucesiva aplicación,
por lo que no pueden ahora ir contra sus propios actos tan
ostensiblemente manifestados y que han consolidado una situación
de hecho que a su vez ha hecho nacer en la contraparte el derecho
a que se mantenga. Procediendo, en consecuencia, la desestimación
del recurso confirmando el Auto impugnado».

g) Como consecuencia de los traslados de centro. antes men­
ciooaaos, para el curso 1982-83, las actoras, tras desestimárseles el
recurso administrativo por las resoluciones mencionadas de 14 de
junio de 1983, formularon recurso contencioso--administrativo ante
la Sala correspondiente de la Audiencia Tenitorial de Bilbao, que
por Sentencia de 7 de mayo de 1984 declaró la inadmisibilidad del
recurso ~r estimar competente para conocer de la materia a la
jurisdiCCIón laboral. Presentaron a continuación las actoras sendas
demandas ante la jurisdicción laboral instando la nulidad de sus
traslados; la correspondiente a doña Dolores Zubia Zubía fue
desestimada por Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 3 de
Vizcaya de 3 de julio de 1985 (en ella se indicaba que aunque la
relación de tal aetora parece inclinarse hacia una relación adminiJ.
trativa más que laboral, no es conveniente insistir en ello ni estimar
la incompetencia de la jurisdicción laboral, cuando ya la Sala de lo
contencioso había resuelto en sentido contrario, para no crear una
situación de desamparo de la actora; en cuanto al fondo, se
indicaba que la Administración tenía la facultad de destinar al
personal interino a las vacantes, no pudiendo pretender la actora
ocupar puesto en propiedad sin someterse a las pruebas de ingreso
correspondientes, que es lo que, en forma encubierta, parece
pretender); la de doña Concepción Miguélez Morán fue estImada
por Sentencia de la Magistratura mimo 5 de Vizcaya de 10 de
noviembre de 1986 (en ella estima el Magistrado que la relación
entre la actora y Administración sigue siendo laboral, pese a la
modificación unilateral acordada por la se¡unda al nombrarla
funcionaria interina, creando una confusa situación para dar
apariencia de cumplimiento de la Sentencia de despido; el traslado
lo estimaba nulo por no haberse solicitado permiso a la Autoridad
Laboral, conforme al arto 40 del Estatuto de los Trabajadores);
ambas Sentencias fueron recunidas en suplicación y se hallan
pendientes ante el Tribunal Central de Trabajo.

3. En su demanda de amparo alegaban las recurrentes que las
resoluciones impugnadas vulneran el derecho a que las Sentencias
se ejecuten en sus propios términos, consagrado por el arto 24.1 de
la Constitución. Argumentaban al respecto que la Sentencia firme
de 15 de diciembre de 1980, lejos de ser CUc~ida en sus propios
términos, ha sido sustancialmente modifi y privada de su
contenido esencial en virtud de lo resuelto por el Auto de 6 de
noviembre de 1985 y la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
de 16 de septiembre de 1986. Así, con arreglo a lo que tal Auto
dispone, de una relación laboral de carácter indefinido se pasa a
otra de funcionarios de empleo interino que, por su misma esencia,
es temporal. Por su pane, los hechos en que el Tribunal Central de
Trabajo funda su resolución, respecto a sus nombramientos como
interinas y su conformidad con tal decisión. son inexactos; ~m­
poco es correcta la aplicación de la doctrina de los actos ~ro'plos,
habida cuenta de que el arto 202 de la Ley de Procedimiento
Laboral prohibe toda transacción o renuncia de los derechos
reconocidos por Sentencias de las Magistraturas de Trabajo favora·
bies al trabajador; por último, la interpretación del Tribunal
Central de Trabajo sobre los arts. 210 y 211 de la Ley de
Procedimiento Laboral infringe el arto 24.1 de la ConslltuctÓn ya
que impide que la Sentencia se cumpla en sus propios términos. se
basa en preceptos que deben entenderse deropdos por el art. 18:2
de la Ley Orgánica del Poder JudiCIal que expresa ese.pnnClplo
constitucionaf e infringe el arto 103 de la ConstItución pues,

aduciéndose una interpretación errónea sobre los términos del
cumplimiento de una Sent~ncia p<?r ~ Ad.ministració~ no. cabe
obligar a ésta a abonar una lndemnlZiClón y dar por extlDgulda la
relación, en perjuicio del erario público y no cuestionándose la
necesidad de sus servicios, cuando en su caso la ejecuión es posible
pues 4CCl único cambio esencial radica en el carácter de la relación
Jurídica que las une». . . . .

4. La Sección Segunda de este Tnbunal, tras Olf a las soliCItan·
tes de amparo y al Ministerio Fiscal sobre la posible concurrenc~a
de las causas de inadmisión de extemporaneidad y carencl8
manifiesta de contenido constitucional de la demanda de amparo.
acordó por providencia de 18 de marzo de 1987 admitir a trámite
dicha demanda e interesar de los órganos judiciales correspondien­
tes la remisión de las actuaciones y el emplazamiento de los que
hubieren sido parte en el proceso previo. Por providencia de 20 de
mayo de 1987 se acordó acusar recibo de las actuaciones remitidas
por el Tribunal Central de Trabajo y la Magistratura de Trabajo
núm. 3 de Vizcaya y dirigir escnto al Gobierno Vasco para que
pudiera personarse en este recurso. lo que hizo mediante escrito
presentado el 2 de junio de 1987.

5. Por providencia de 17 de junio de 1987, la citada Sección
Segunda acordó, de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, dar vista de las
actuaciones remitidas por el Tribunal Central de Trabajo y
Magistratura de Trabajo núm. 3 de Vizcaya a las solicitantes de
amparo y al Gobierno Vasco -mediante sus respectivas representa­
ciones- y al Ministerio Fiscal. para que en plazo común de veinte
días pudieran formular alegaciones. .

Las solicitantes de amparo fonnularon sus alegaciones, l'elte·
randa los antecedentes de hecho y argumentos vertidos en sus
escritos anteriores. añadían una referencia a la Sentencia de 10 de
noviembre de 1986, ya citada, sobre el traslado de la señora
Miguélez Morán y a que tienen interpuesto recurso ~":tencil?so
contra resolución de 25 de febrero de 1987 de la AdmlDtstraClón
demandada que desestimó su recurso contra Orden que anunciaba
como vacantes en castellano, a proveer en el concurso seneral, las
dos plazas que desempeñan las recurrentes, desestimacIón basada
en que su relación es de funcionarias interinas tal como ha
declarado el Tribunal Central de Trabajo en Sentencia de 16 de
septiembre de 1986. Reiteraban. finalmente, sus al~ciones ante­
riores, tras señalar gue en todo momento han solIcitado que la
Sentencia de 15 de diciembre de 1980 se cumpliera en sus propios
términos, para lo que era esencial reconocer que su relación
jurídica seguía siendo de naturaleza laboral Yr aun cuando no es
tarea del Tribunal Constitucional el determmar cuáles son las
medidas de posible aplicación, sí debe examinar si las previstas por
la leJi:slación han sido o no aplicadas; indicaba, por último, que la
modificación unilateral de la naturaleza de su relación afecta al
derecho fundamental a la fijeza en el trabajo, reconocido en el
articulo 35.1 de la Constitución.

6. El Gobierno Vasco formuló sus alegaciones comenzando
porque coincidiendo en lo sustancial con los hechos expuestos en
la demanda, debía añadir que los nombramientos como funciona·
rias interinas de las actoras por Orden de 8 de enero de 1980 no
fueron recurridos en ningún momento por las mismas ni tras ellos
han comparecido a pruebas de acceso para el ingreso como
Profesoras titulares. Argumentaba, seguidamente, el Letrado del
Gobierno Vasco que resultajurldicamente imposible la readmisión
de las demandantes bajo una relación laboral; funda tal afirmación,
de un lado, en que el ejercicio de la docenc18 en centros públicos
está reservado a funcionarios. a tenor de la disposición adicional
decimoquinta de la Ley 30/1984, de 2 de agosto -que sólo permite
excepcionalmente la contratación laboral para puestos que requie.
ran el empleo de personal sin las titulaciones propias de los
integrantes en el Cuerpo de Profesores de EGB, excepción no
aplicable a las actoras- y lo estaba, con anterioridad a tenor del de
la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación, que permitía
la contratación administrativa o el acce-so definitivo al Cuerpo
mediante las pruebas reglamentarias; de otro lado, el acceso
definitivo a la docencia en centros públicos bajo una relación
laboral indefinida infringe los arts. 23.2 y 103.3 de la Constitución,
en concreto, el principIO de igualdad en el acceso a la función
pública. que, de Igual forma que obliga a rechazar la conversión de
contratos temporales en contrato indefinido en el seno de las
Administraciones Públicas. aboga por el rechazo de la admisión de
la relación laboral para cubrir puestos reservados a funcionarios.

Con lo expuesto, indicaba la representación del Gobierno
Vasco, no se pretende revisar lo enjuiciado por la Sentencia de 1~
de diciembre de 1980, sino demostrar que la Administración DI
puede ni desea la readmisión en los términos pedidos, a lo que se
une que la ejecución en propios términos que si es posible
jurídicamente, la indemnizatoria, no fue requerida ni solicitada por
las actoras ante los Tribunales laborales ni hoy ante el Tribunal
Constitucional, razón por la cual el Tribunal Central de Trabajo
rechazó su pretensíón sin infringir el art. 24 de la Constitución.
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Razonaba al respecto que en el orden laboral el cumplimiento de
la Sentencia por despido nulo en sus propios ténninos, en la
medida exi¡ida por el arto 24 de la Constitución, se efectúa
readmitiendo o sustituyendo la personallsima obligación de read·
mitir por compensación indemnlZ8toria, admisible constitucional­
mente conforme a las Sentencias del Tnbunal Constitucional 58 y
69 de 1983. Pues bien, la Administración llevó a cabo la readmisión
en la única fonna en que era jurídicamente posible, esto es, en
calidad de funcionarias lDterinas y en consonancia con el nombra­
miento por Orden de 8 de enero de 1980 no impugnado. Si tal
forma de cumplimiento no hubiera satisfecho a las aClaras, tenían
en su mano el promover incidente de no readmisión a que alude
el art. 211 de la Ley de Procedimineto Laboral, dando lugar a la
extinción de la relación y -al abono de las indemnizaciones legales.
Las actoras, sin embargo, se aquietaron a la admisión como
funcionarias interinas, con el fin de evitar su cese, firmando UD
documento por el que entendían que el Gobierno Vasco babía
cumplido la Sentencia, pero era una expresa aoeptación de la
conversión de la relación laboral en una relación de servicio como
funcionarias interinas, abocada aquélla a extinguirse por imperati­
vos legales y único cauce legal ésta para continuar como Profesores
de Educación General Básica. Tras ello acudieron a la Magistratura
con la pretensión de que en ejecución de Sentencia se declarara que
la relación que les une con el Gobierno Vasco es laboral, pretensión
claramente extraña a la ejecución de Sentencia regulada por los
artículos 210 Y 211 de la Ley de Procedimiento Laboral cual fue el
at¡umento fundamental de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo. que, expuso a mayor abundamiento,la aquiescencia de las
aetoras a su relación funcionarial como argumento que reforzaba el
fallo desestimatorio. Por último. las aclaras no han transigido o
renunciado a derechos reconocidos en Sentencia, sino que no
pidieron la ejecución, que sólo cabe a instancia de parte y en el
plazo de caducidad de treinta días desde la notificación de la
Sentencia -según Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de
diciembre de 1986- que era posible jurídicamente, la indemnizato­
na.

Terminaba solicitando la denegación del amparo.

7. El Fiscal ante el Tribunill Constitucional formuló sus
alegaciones advirtiendo que el recurso podrla entenderse extem~
ráneo por no acreditarse fehacientemente la fecha de notificaCión
de la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo, por no constar en
las actuaciones remitidas fotocopiado en su integridad el acuse de
recibo correspondiente. De no acogerse tal cuasa interesaba la
estimación del amparo para que, anulando las resoluciones impug­
nadas, se dicte otra que contenga adecuada fundamentación.
Exponía tal petición el Fiscal, tras baberse referido a los anteceden·
tes de hecho del caso, fundándose en las consideraciones siguientes.
Los arts. 208 y siguientes de la Ley de Procedimiento Laboral al
establecer el procedimiento para su ejecución de Sentencias Por
despid~ improcedente o nulo. prevén que si el empresario no
readlmte o lo hace i~ulannente, esto es, en condiciones distintas
a las anteriores al despIdo, el trabajador puede solicitar la ejecución
de la Sentencia (en los treinta días sigwentes a su notificación, si
bien el transcurso del plazo sólo acarrea la pérdida de salarios de
tramitación, pues puede instar la ejecución mientras no transcurra
el p'lazo de un año de prescripción con arreglo a las Sentencias del
Tnbunal Constitucional de 19 de mayo y 21 de diciembre de 1982).
El debate se limi la, en compareoencia al efecto, a la no readmisión
o a la readmisión irTesular alegadas y se decide por Auto en el que,
si se constata alguno de tales hechos, se declara resuelto el contrato
y se condena af empresario al abono de una indemnización.

Con arreglo a tal premisa, el Auto de 6 de noviembre de 1985
se ~ustó al art. 211, párrafo segundo, de la Ley de Procedimiento
Laboral, pues si el Magistrado estimó que no se babla acreditado
la UreBularidad de la readmisión pudo, como lo hizo, declarar
cumplida la Sentencia. Por igual razón. la insistencia de las aetaras
en que la Sentencia «:se cumpla en sus propios términos» no puede
prosperar porque, limitado el debate como está, el Magistrado
lleva a efecto el cumplimiento de la Sentencia «en sus propios
términos» tanto cuando declara regular la readmisión, por entender
no acreditado lo contrario, como cuando decide que la readmisión
fue irregular y debe sustituirse por una inmdenización después de
declarar extinguida la relacióo laboral, citando al efecto la Senten·
cia del Tribunal Constitucional de 12 de mano de 1987, en recurso
de amparo 67/1986. En el presente caso el Auto declaró cumplida
la Sentencia, deduciéndose que, según el Magistrado, la readmtsión
se realizó regularmente.

En que las actoras difieran de tal conclusión es. en princip'io,
cuestión de legalidad ordinaria sin dimensión constitUCIonal. Sin
embargo, a la vista de las actuaciones --en que constan las
resoluciones judiciales declarando laboral la relación de las aetoras,
las administrativas que le atribuyen condición de funcionarias
interinas diferente de la laboral y no acreditándose la conformidad
de las demandantes al cumplimiento de sus readmisiones- cabe
entender que la motivación del Auto y Sentencia impognadas son

insuficientes y por ello vulneran el derecho contendía en el arto 24.1
de la Constitución, por falta de motivación razonable Que lesiona
el principio pro ac(jon~ en relación con la ejecución. En efecto,
decía el Fiscal, tales resoluciones no explican la razón por la cual
entienden que fue regular la readmisión, cuando para llevar a cabo
ésta de unas profesoras vinculadas por relación laboral se les dió
nombramiento de funcionarias interinas, no siendo explicaciones
válidas Que éstas no han panicípado en oposiciones, por no tener
que ver con el fondo del problema, ni la de que pidieron una forma
de readmisión, pues instaron la ejecución según el arto 209 Y
siguientes de la Ley de Procedimiento laboral y correspondía al
órgano judicial, una vez instada. proveer de acuerdo con la Ley
(art. 211 de la Ley de Procedimiento Laboral), ni la de que se
&Quietaron a la readmisión otorgada por el Gobierno Vasco,
cuando consta su persistencia e ininterrumpida voluntad de instar
1& readmisión en forma distinta a la obtenida.

8. Por providencia de 13 de octubre de 1987, la Sección
acordó señalar para deliberación y votación de la presente Senten­
cia el día 21 de diciembre siguiente.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Debe darse respuesta, en primer lugar, a la alegación del
Ministerio Fiscal de que el presente recurso de amparo podría ser
extemporáneo. Dicho óbice de procedibilidad. que obligaría ahora
a desestimar el recurso, no es acogiblc pues las solicitantes de
amparo han aportado certificaciónjudicial acreditativa de que la
Sentencia del Tribunal Central de Trab~o de 16 de septiembre de
1986 le fue notificada a una de ellas el 17 de octubre y a la otra el
25 de octubre de 198ó; el recurso fue interpuesto el 6 de noviembre
de 198ó y, por ello, dentro del plazo de veinte días hábiles que
impone el arto 44.2 de la Ley Orgánica de este Tribunal.

2. Las solicitantes de amparo estiman que para que la Senten­
cia firme, que declaró nulos sus despidos. se ejecute en sus propios
términos debe restablecerse «como laboral la relación jurídica que
les une con el Departamento de Educación del Gobierno Vasco».
Esta petición revela la peculiaridad de los problemas que se
plantean en el presente supuesto en el que se trata de ejecutar una
Sentencia de despido, dándose la circunstancia de que las trabaja­
doras despedidas fueron designadas simultáneamente funcionanas
interinas, como profesoras de EOB, originariamente por el Ministe­
rio de Educación. y luego, tras ser transferidas como tales funciona­
rias al Gobierno Vasco, por éste. Las recurrentes mostraron su
desacuerdo (al margen de la valoración, que no corresponde a este
Tribunal, del posible carácter liberatorio del documento de 24 de
septiembre de 1981, anterior a la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo confirmatoria de la nulidad de los despidos) con estos
nombramientos administrativos interinos p<?r sus consecuencias
perjudiciales tanto en relación con la poSIbilidad de cambio de
oentro, como, sobre IOdo, con la falta de estabilidad dada la
renovación anual y por cursos académicos de tales nombramientos.
La impugnación de los despidos se produjo vigentes ya tajes
nombramientos, y, obtenida Sentencia favorable, en tres momentos
sucesivos se ha solicitado judicialmente su ejecución. La primera
vez existía duda sobre a quien correspondía la ejecución de la
Sentencia ~se a haber sido formalmente condenado el Ministerio
de EducacIón; el MaJistrado de Trabajo se limitó a dietar una
providencia que se dIrige al Letrado del Estado .. fin de que la
Sentencia... sea cumplida en sus estrictos términos». Meses des­
púes, y no babiéndose obtenido resultado práctico alguno, se insta
de nuevo la ejecución de la Sentencia frente al Departamento de
Educación del Gobierno Vasco. La Ma.J.istratura de Trabajo enten·
dió no haber lugar a proseguir la ejecucIón contra tal Departamento
al no baber sido condenado en la Sentencia; el Tribunal Central de
Trabajo anuló la Sentencia de instancia acordando que la ejecución
le siguiese contra el organismo autonómico de guien dependían los
puestos de trabajo de las despedidas, y reaftrma la naturaleza
laboral de las relaciones que dieron origen al despido.

Elide octubre de 1985 se insta de nuevo la ejecución de la
Sentencia frente al Gobierno Vasco, y- tramitado por primera vez
el incidente, la Magistratura de instancia, por Auto de 6 de
noviembre de 1985, estimó cumplida la Seotencia y no haber lugar
a seguir adelante la ejecución para nuevos pronunciamientos.
Recurrido en suplicación, el Auto ha sido confirmado por Senten­
cia del Tribunal Central de Trabajo de 16 de septiembre de 1986.
El recurso de amparo se dirige tanto frente a esta Sentencia como
frente a aquel Auto. Nos hemos de limitar sin embargo a examinar
si la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo se ba acomodado
a las exigencias derivadas del derecho fundamental invocado, esto
es, si ha respetado el derecho a la ejecución de la Sentencia firme
en sus propios términos, no así el Auto referido, pues, aún
confinnado éste por la Sentencia, ésta alteró sustancialmente los
argumentos detenninantes de la decisión, restando toda relevancia
a los de dicha resolución de instancia.

3. Es doctrina consolidada de este Tribunal que la ejecución
de las Sentencias «en sus propios términos» forma parte del derecho
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fundamental a la tutela judicial efectiva. Ello significa que ese
derecho fundamental lo es al cumplimiento de los mandatos que la
Sentencia contiene. a la realización de los derechos reconocidos en
la misma, o, de otra forma, a la imposición forzosa a la parte
vencida del cumplimiento de las obligaciones a que fue condenada.
El derecho fundamental se satisface, también en esta vertiente
ejecutiva, con una resolución de fondo razonada y fundada en
Derecho sobre la pretensión ejecutiva formulada por la parte,
cualquiera que sea su signo. No exi¡e. pues, en todo caso o con
independencia de las circunstancias concurrentes el éxito de la
pretensión ejecutiva, aunque la denepción de la ejecución no
puede ser «arbitraria ni UTllZonable ni fundarse en una causa
mexistente, ni en una interpretación restrictiva del derecho funda­
mental» (STC 33/1987, de 12 de marzo).

En el presente supuesto se trata de enjuiciar una resolución de
ejecución de una Sentencia que había declarado nulos unos
despidos. Las solicitantes de amparo han entendido Que la ejecu.
ción de esa Sentencia «en sus propios términos» habría de sigmficar
el mantenimiento de la relaCión laboral de carácter indefiñido; al
no haber concedido esto, las resoluciones impugnadas habrian
transfonnado el contenido de la condena al convertir la relación
laboral en una relación funcionarial interina. Para fundamentar
constitucionalmente esta pretensión entienden Que los arts. 209 a
211 de la Ley de Procedimiento Laboral serian contrarios a la
Constitución y además deberían entenderse derogados por el artículo
18.2 de la Ley 0rPnica del Poder Judicial. Sin entrar en este
último tema de mera legalidad, aunque no resulte ocioso iDdicar
que dicho precepto legal ha previsto la fijación de una indemniza­
cióD como equivaleDte al cumplimiento pleno de la Sentencia. el
argumento de inconstitucionalidad ha de ser rechazado, ya que este
Tribunal ha venido considerando también como cumplimiento fl:en
sus propios términos» el cumplimiento por equivalente cuando así
venga establecido por la Ley «por razones atendibles». que permi.
taD sustituir por su equivalente pecuniario o J?C!r otro tipo de
prestación lo estatuido en el fallo, no suscepUble de ejecución
específica. afirmandose asl que los citados preceptos de la Ley de
Procedimiento Laboral no infringen el arto 24.1 de la Constitución
(SSTC 58/1983. de 29 de junio, y 69/1983. de 26 de julio).

Tampoco resulta aceptable la alegación en el recurso del arto 103
de la Constitución, para sostener que, por tratarse de una Adminis­
tración Pública, la entidad empleadora estaria obligada al cumpli.
miento estricto, con identidad total, del fallo de la Sentencia de
despido. En cuanto parte de relaciones laborales privadas, la
Administración está sujeta a las mismas reglas juridicas que los
demás empleadores; en consecuencia. en casos de no readmisión
regular tras una Sentencia que declara nulo el deS~'do. le resultan
aplicables plenamente los aru. 210 y 211 de la de Procedi·
miento Laboral. En eUo consiste el «sometimiento p eno • la ley Y
al Dcrecho~ que impone el ar!. 103.1 de la Constitución.

Por consiguiente se ha de examinar si la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo ha respetado el derecho a la ejecución de
Sentencias del ar!. 24.1 de la Constitución. pero teniendo en cuenta
el mareo legal en que ha de realizarse. en el caso de los despidos,
esa ejecución de Sentencias. Como ha sostenido la Sentencia
33/1987. de 12 de marzo. en el incidente de ejecución de Sentencias
por despida no sólo existe un específico y limitado objeto -conOCCT
si se ha producido o no «en forma» la readmisión- sino además,
declarado que la Sentencia no se ha cumplido regularmente, el
Auto judicial transforma la condena inicial de la readmisión en la
condena al abono de una indemnización que sustituye a la falta de
admisión. «la relación laboral a consecuencia del acto empresarial
de despido se encuentra "rota" y el "restablecimiento" del contrato
de trabajo sólo tendrli lugar euando haya una readmisión y.
además, ésta sea uregu.la.r". En consecuencia, dado lo limitado del
objeto especifico del procedimiento (ar!. 211 de la Ley de Procedi­
mIento Laboral) y la limitación consecuente de las llO'ibles
alegaciones y pruebas a aportar, la ~ec~s6n judicial no pu~ ~ más
allá del examen del tema del cumplimiento de la Sentenct.a, SID que
pueda entrar a examinar condueta5 posteriores a la nueva readmi­
sión, pues. realizada ésta "en form.... la Sentencia de despido ha de
estimarse cumplida en sus justos términos y agotado el objeto del
incidente relatIvo a su ejecuciÓn».

No incumbe a este Tribunal la revisión de las premisas facticas
y del juicio de leplidad ordinaria en cuya virtud el órgano judicial
no acuerde la ejecución de la Sentencia, pero sí constatar si el
órgano judicial ha desplegado la actividad debida que le es exigible
ante pretensiones ejecutivas, para corregir su «pasivida<Lt o ~esfa­
llecimiento~ en la adolJción de medidas ejecunvas (STC 167/1987,
de 28 de octubre), y SI su resolución ha cumplido a este respecto
las exigencias conslltucionalCl. Con estas premisas cabe analizar ya
si la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo aqui impugnada se
ha acomodado a las exigencias derivadas del derecho fundamental
invocado.

4. La Sentencia del Tribunal Central de Trabajo ha desesti­
mado el recurso de suplicación, pero sin hacer suyas los argumen-

tos de la resolución de instancia. Ningún sentido tiene, por ello,
analizar el Auto de la Magistratura, basada en una interpretación
y aplicación de las normas legales correspondientes, no hecha suya,
e impücitamente corregidas por el Tribunal superior. Han s.do
determinantes en la decisión del Tribunal Central de Trabajo
argumentos procesales de inadmisión. que «Sin entrar a discutir la
cuestión de fondo~ le Uevan a entender que a través del procedi.
miento incidental de no readmisión de los arts. 210 y 211 de la Ley
de Procedimiento Laboral, iniciado por las aetoras, no podían
resolverse las pretensioDes formuladas por ellas de que se ordenase
al Gobierno Vasco «reconocer el carácter laboral de las relaciones
que le unen con las actoras». «el canlctcr indefinido y fijo de su
relación laboral, asegurar el no desplazamiento de las actoras de su
centro de trabajo.» o 4U'esolver de mutuo acuerdo el centro de
trabajo».

Según el Tribunal Central de Trabajo esta pretensión, aunque
pudiese estar acomodada a la Sentencia ejecutoria, no lo está
respectO a la configuración legal del incidente de ejecució~ e!1 los
despidos, entendiendo así inadecuado procesalmente el pedimleDto
de las actoras de fl:Corregir» la forma de readmisión producida. Nos
correspoDde examinar, pues, si esta resolución ha sldo arbitraria o
irrazonable, se ha fundado en una causa inexistente o en una
interPretación restrictiva del derecho fundamental.

El alcance de la pretensión formulada por las solicitantes de
amparo no se compadece con lo previsto en el arto 211 de la Ley
de Procedimiento Laboral. Por un lado, han planteado un pro­
blema relativo a la llO'ibilidad de traslado de centro docente, a la
forma pactada en que ese traslado debía producirse, cuestión que
además de ser objeto de recursos peDdientes de resolución ante el
Tribunal Central de Trabajo es un tema totalmente ajeno desde
luego, en la forma en que ha sido planteado, a un procedimiento
de ejecución de sentencia de despido. En cuanto al problema
relatlvo a la readmisión, o más exactamente al carácter laboral de
la relación de empico. se formula de un modo ambiguo. pues no se
sabe si lo que se pretende es la transformación de una relación
funcionarial actual, cuyo carácter administrativo se reconoce en un
contrato de trabajo, o simplemente que se reconozca o declare Que
la relación actualmente existente ya es. por ser consecuencia de la
Sentencia de ori¡~n, de naturaleza la~ra;l. En ~o caso, a .efectos
de estimar como lDadecuado el procediIDlento lJlcldental utili.zado,
resulta indiferente el sentido declarativo o constitutivo Que se dé a
esta pretensión de fondo.

Si se estima que las recurrentes pretenden la «transformación»
de sus relaciones funcionariales en contratos de trabajo, la vía
elegida es totalmente inadecuada, ya que eUo no podria obtenerse,
en ningún caso, como ejecución es~ca de la SenteDaa que
originariamente declaró nulo el desp,do, 9,ue sólo asegura, en caso
de disconformidad con la forma de realizar la readmisión, una
condena sustitutoria de caracter indemnizatorio. El Tribunal Cen­
tral de Trabajo ha entendido que al no haber pretendido esto las
actoras -que no han querido correr el riesgo de perder sus actuales
empleos- no procedía, eD CODtra de la voluntad de las ejecutantes;
llepr a las consecueDcias ~stas en los arts. 209 Y siguientes de
la Ley de Procedimiento ralo

Tampoco si lo que se ha pretendido es una mera decl.ración de
que las relaciones de empleo actuales eran de naturaleza laboral. la
vIa adecuada para eUo era la del incidente de no readmisión. En
primer lugar careceria de sentido una pretensión «denegatoria» de
ejecución. en la que se solicitase del órgano judicial que no
acordase la ejecución por estimar realizada ya. en forma la
readmisión dada la naturaleza laboral de la relaC1ón de empleo
actual. Además, en todo caso, DO se puede integrar esta pretensión
declarativa dentro de ese procedimieDto incidental, pues la misma
no se acomoda cabalmente a lo Que son derechos reconocidos u
obligaciones declaradas en el fallo de IJ! Sentencia" para.el cual es
necesaria una preIDlsa del hecho preVIo de la eXlstenc18 de una
relación laboral, pero de cuyo fallo no se deriva un aseguramiento
de futuro del mantenimiento de la relación de trabajo, ni tampoco
el fallo originario puede tener unos efectos futuros que se impongan
a decisiones negociales posteriores. Por eUo el órgano judicial en el
procedimiento de ejecución sólo puede examinar si ha habido
cumplimiento de la readmisión a efectos de no imponer la condena
sustitutoria y no declarar la extinción definitiva de la relación
laboral. pero lo mismo que no puede imponer la readmisión. no
puede declarar en ese incidente en forma directa, y ante una
controversia al respecto. que una determinada relación de empleo
es de naturaleza laboral. Por consiguiente, en ningún caso en el
Auto que resolvIa este incidente (y no debe olvidarse que, pese a
su forma de Sentencia, la resolución del Tribunal Central de
Trabajo cumplia en este caso la función de este Auto). podría
incluirse declaración alguna que produjera efectos de cosa Juzgada
sobre la naturaleza de la actual relación de empleo. Aún mas. en el
caso de que la naturaleza laboral fuera inconcontrovertida y
hubiera podido deducirse, y asf estimarse, por el Tribunal Central
de Trabajo. el fi¡\)o sólo hubiera podido declarar realizada regular.
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mente la teadmisión, y desestimar la pretensión ejecutiva, por
entender Que la readmisión tuvo lugar en las mismas condiciones
que resfan antes del despido (art. 211 de la Ley de Procedimiento
Laboral), que es lo que precisamente ni....n las recurrentes.

Todo ello sirve para confinnar la inadecuación del procedi.
miento para la pretensión formulada por las aCloras.

De lo anterior se deduce que la decisión de inadmisión de la
pretensión ejecutiva, por inadecuación de la vía procesal empren·
dida, se ba fundado en una causa lepI, razonada y razonable, con
arreglo a la configuración a que nuestra Sentencia 33/1987 se refirió
en esta clase de procesos y sin incurrir en interpretaciones
restrictivas del derecbo fundamental. El Tribunal Central de
Trabajo no ha querido llevar I sus últimas consecuencias la
iniciación del procedimiento de ejecución, aplicando en su integri­
dad el arto 211 de la Ley de ProcecIimiento Laboral, al marson de
la pretensión formal planteada por las partes, limitándose al
contenido de las pretensiones deducidas ha evitado una posible
ejecución sustitutiva de la Sentencia en unos términos no deseados
por las aetoras, respetando así con ello, desde otra perspectiva. su
derecho a la tutela judicial efectiva. La Sentencia Impugnada no
hace ningún pronunciamiento de fondo sobre la pretensión de las
aCloras en función del carácter limitado del objeto del procedi·
miento de ejecución de Sentencia y de la imposibilidad legal de
imponer, en este caso al empresario, la ~ecuci6n especifica de la
oblisación de teadmitir resultante de la Sentencia de despido, por
lo que no ba operado esa transformación de la relación laboral

Sala Primera. Recurso de amparo número
1.214/1986. Sentencia numero 206/1987, de 21 de
diciembre.

La.Sala Primera del Tribunal Co~stitucionalcompuesta por don
FranCISCO Tomás y Val,ente, PreSJdente, don Francisco Rubio
Uorente, don Luis Diez·Picazo y Ponce de León, don Antonio
T!Uyol Serra, don Eugenio piaz Eimil, y don Miguel Rodríguez·
Piñero y Bravo-Ferrer, M&¡1strados, ba pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de ""paro núm. 1.214/1986, promovido por doña
Pastora Carmona Camacho, representada por el Procurador de los
Tribunales don Ignacio Pui¡ de la Bellacasa y bajo la dirección del
A~do don Rafael Barna Díaz, respecto de la Sentencia de la
Ma¡istratura de Trabl\io núm. l de Cádiz de 28 de octubre de 1986,
que impuso sanción por la comisión de una falta grave, y en la que
ha sido parte el Ministerio Fiscal. siendo Ponente el Magistrado
don Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. El Procurador de los Tribunales don Ignacio Puig de la
Bellacasa y Aguin-e, en nombre y representación de doña Pastora
Carmona Camacho, presentó el 14 de noviembre de 1986 en el
Registro General de este Tribunal escrito. con asistencia de
Letrado. por el que interponía recurso de amparo contra la
Sentencia de la Magistratura de Trabaio núm. I de Cádiz de 18 de
octubre de 1996, recaída en autos 1699/1986

h
sobre sanción.

2. La demanda se funda en los siguientes echos y al....ciones:

a) La aClora presta servicios como Auxiliar de Clínica para la
Empresa «.losé Manuel Pascual, Sociedad Anónima», la cual eló de
agosto de 1986 le notificó, en carta de la que aporta copia, que le
imponía una sanción de suspensión de diez días de em~leo y sueldo
como autora de una ralta grave, por ausencia al servtcio, sanción
que tendria efecto, como sucedió, del 19 a 28 del mismo mes de
agosto.

b) La actora formuló demanda, cuyo conocimiento correspon·
dió a la Magistratura de Trabl\Ío núm. I de Cádiz, suplicando que
se anulara y dejara sin efecto la sanción impuesta. El acto de juicio,
con intento de conciliación sin avenencia previamente, se celebró
el 28 de octubre de 1986 en el mismo, la actora ratificó su demanda
y la empresa demandada manifestó «que se opone a la demanda,
solicitando Sentencia por la que se confirme la sanción impuesta o
se imponga la que corresponda según Derecho», extendiéndose
luego en afirmaCIones sobre la certeza de los hechos imputados.

c) El Ma¡istrado de Trabajo dictó en el mismo acto Sentencia
in voce en la que exponía, como antecedentes de hecho. que había
quedado acrecIitado que la actora no acudió a trabl\iar, sin
justificarlo, pues la consulta médica (a la que decía baber asistido
por estar enferma) era por la mañana y la jornada de trabajo por
la tarde, habiendo sido amonestada anteriormente en diversas

ori¡inaria (no restablecida por efecto de la Sentencia de despido,
sino, en su caso, por el hecho de la readmisión que habría revocado
el anterior acto de despido) que denuncian las recurrentes de
amparo ni ha incurrido, en consecuencia, en violación del derecho
reconocido en el arto 24.1 de la Constitución a la ejecución de la
Sentencia en sus J'!'Opios términos, es decir, en los términos
Ieplmente establectdos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD OUt;. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el amparo solicitado por doña Concepción Miguélez
Morán y doña Dolores Zuhia Zubia.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de diciembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Llorente.-Luis Diez-Picaza y Ponce de León.-Antonio Troyol
Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

ocasiones; a continuación, como fundamentos de Derecho, expre­
saba que «el Texto Procesal, en su arto 106 Yconcordantes, faculta
al Magistrado para imponer la sanción adecuada, por lo que al
comprobar que la falta es constitutiva de falta grave tipificada en
el arto 75.3 b) de la Ordenanza Laboral para Establecimientos
Hospitalarios, aprobada por Orden de 25 de nnviembre de 1976,
debe ser sancionada con susrnsión de empleo y sueldo de quince
días a tenor de su art. 7 Y en función de los antecedentes
disciplinarios obrantes en aut05». Terminaba en el fallo por
desestimar la demanda e imponer a la aetora «una sanción de
suspensión de empleo y sueldo por quince días, de los que ya tiene
cumplidos diev..

La Sentencia quedó notificada en el mismo acto a las partes,
advirtiéndoseles que contra la misma no cabía recurso alguno.

d) Entiende la demandante de amparo que la Sentencia de
Ma¡istratura vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva que el
arto 24.1 de la Constitución reconoce, pues la aClora instó la nulidad
de la sanción de diez días de suspensión de empleo y sueldo ante
la Magistratura y ésta la aumentó en cinco días más de lo que en
principio acordó la empresa. Con ello, la Ma¡istratura violó lo
dispuesto en el arto 106 (Sic) de la LPL, que no autoriza a imponer
sanción más grave que la impuesta por la empresa, yel art. 24.1 de
la Constitución en cuanto incurre en el vicio procesal del reforma­
tius impeius (Sic), vedado constitucionalmente en cuanto el temor
de acudir a la vía judicial por una agravación, contra el accionante,
del acto recurrido coaCClonaria la libre voluntad de todas las
personas que tienen el derecho a la tutela judicial efectiva; por otro
lado, el Magistrado obró irrogándose la facultad disciplinaria que
a la empresa incumbe y, según da a entender, no actuó con la
exquisita independencia, sin convertirse en asesor de las partes,
para decidir la controversia, violando los principios procesales de
rogación y congruencia y los constitucionales de tutela judicial
efectiva y prohibición de indefensión.

Suplica que se declare la nulidad de la Sentencia, y se repongan
las actuaciones al momento anterior al dietado de la misma.

3. La Sección Primera de este Tribunal, por providencia de 14
de enero de 1987, acordó admitir a trámite la demanda de amparo
formulada y, en aplicación del arto 51 de la Ley Orgánica del
Tribunal ConstitUCIOnal, interesar de la Magistratura de Trabajo
núm. I de Cádiz la remisión de certificación o copia adverada de
las actuaciones y el emplazamiento de quienes hubieran sido parte
en el procedimiento para que pudieran comparecer en este recurso.

4. La Sección Segunda, que continuó la tramitación del
procedimiento, por providencia de 18 de marzo de 1987, una vez
remitidas las actuaciones interesadas y verificado el emplazamiento
mencionado, sin que se personara parte alguna, acordó, de confor­
midad con el arto 52.1 de la Ley Orgánica de este Tribunal, dar vista
de las actuaciones al solicitante de amparo y al Ministerio Fiscal
para alegaciones.

La recurrente en amparo, por escrito presentado el 24 de abril
de 1987, se ratifica en su escrito de demanda, insistiendo en sus
alegaciones de que, a la vista de lo actuado y en concreto del acta
del juicio celebrado en su día, el Magistrado de instancia incurrió
en el vicio rrocesal de reformatio in peiusl agravando la situación
jurídica de recurrente como consecuenCia de un recurso ioter·


